
 

 

 

 

 
 

EXPEDIENTE SAC: 9950040 - TOFINO, SEBASTIÁN Y OTRO C/ ARCE, NOELIA MIRNA Y OTROS - PRUEBA ANTICIPADA 
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AUTO NUMERO: 263. 

 
 

Córdoba,  
 

Y VISTOS : Los autos caratulados “TOFINO, SEBASTIÁN Y OTRO C/ 

ARCE, NOELIA MIRNA Y OTROS – PRUEBA ANTICIPADA —Expte. 

9950040", traídos al acuerdo a fin de resolver el incidente de perención de la 

segunda instancia, articulado por la parte actora, quien con fecha 31/05/2023 

compareció solicitando que se declare perimida la segunda instancia por haber 

transcurrido el término previsto por ley. Impreso el trámite de ley a la incidencia 

planteada y corrido traslado a la parte contraria, la misma lo evacua con fecha 

28/8/2023 solicitando el rechazo de la perención deducida por la contraria, 

manifestando que el día 22 de agosto de 2023, la Dra. Gabriela del Valle Castillo 

recibió una cédula de notificación en papel en su domicilio legal con el decreto 

de fecha 6 de junio de 2023 expedido en estos autos- sin tener representación- la 

misma le aviso a la Dra. Castillo a los fines de que se contacte con el letrado, el 

Dr. Rafael Bucai. Relata que se dirigieron a su estudio ya que no atendía el 

teléfono y tomaron conocimiento que él ha fallecido el día 5 de mayo del 2023. 

Dice que, ante tal noticia, procedieron a solicitar su partida de defunción, 

la cual agrega al presente para acreditar su deceso. Por ello, solicitó la suspensión 

de los términos que estuvieren corriendo desde el acaecimiento del fallecimiento 

del letrado, el Dr. Rafael Bucai, y la eventual nulidad de todo lo actuado hasta la 
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fecha conforme art 97 del CPCC de Cba. Por eso, solicitan que se rechace el 

incidente de perención de la segunda instancia por cuanto los plazos que 

estuvieren corriendo deben retrotraerse el hecho fortuito y de causa mayor 

producido por la muerte del letrado. 

Firme el proveído de autos, queda la cuestión en estado de ser resuelta. 
 

Y CONSIDERANDO : 

1) Contra el auto N° 561 del 31/10/2022 que rechazara el planteo de 

perención en la primera instancia, la demandada interpuso apelación con fecha 

8/11/2022, recurso que fuera concedido mediante decreto de igual fecha. 

Notificado el mismo por cédula electrónica el día 14/11/2022, no se realizó acto 

procesal alguno posterior hasta la interposición del incidente de perención de la 

segunda instancia el día 31/5/2022. 

2) La parte actora con fecha 31/5/2023 pidió la declaración de perención 

de esta segunda instancia respecto al recurso interpuesto por la actora en contra 

del Auto N° 561 del 31/10/2022, por encontrarse vencido el término previsto por 

el art. 339 inc. 4º del CPCC sin que la demandada haya instado su apelación. 

3) Los hechos que objetivamente plantea el incidentista se encuentran 

corroborados por las actuaciones, dado que el apelante ha dejado transcurrir el 

término que prescribe el art. 339 inc. 4 del CPCC al tratarse de la apelación de un 

Auto que resuelve un incidente de perención de instancia. En efecto, el último 

acto del proceso anterior al planteo de perención data del 14/11/2022, 

oportunidad en que se notificó la concesión del recurso. 

4) En tal orden de ideas cabe poner de manifiesto que el Tribunal Superior 

de Justicia, al amparo del art. 383 inc. 3 CPCC, ha sentado jurisprudencia en el 

sentido que corresponde aplicar lo dispuesto por el art. 339 inc. 4 CPC, habiendo 

dicho que ".... Sobre la cuestión de derecho propuesta corresponde imponer el 

criterio hermenéutico sentado en esta Sala, según el cual, en estas precisas 



 

 

 

 

circunstancias, es de aplicación el plazo de un mes, contenido en el inc. 4° del 

artículo 339 C.P.C.. Este temperamento ha sido ratificado en varios precedentes 

(cfr. A.I. 325/98, A.I. 551/99, A.I. 12/01; A.I. 14/01, entre otros).El incidente de 

caducidad no concluye con el pronunciamiento por el que fue resuelto en la 

instancia correspondiente. Por el contrario, al resultar susceptible de 

impugnación, el incidente como tal se extiende a todas las etapas recursivas por 

las que pueda atravesar. Sustenta esta premisa lo establecido por el artículo 

339, inc. 4°, del C.P.C., según el cual el incidente de perención de instancia está 

sometido a un plazo de caducidad de un mes sin efectuar distingos entre las 

distintas instancias por las cuales el mismo pueda transitar, de lo que se deduce 

que el término a computarse es siempre de un mes, incluso en las etapas 

recursivas. “En consecuencia, si el artículo 339, inc. 4° CPC establece que el 

plazo de caducidad del incidente de perención es de un mes, sin efectuar 

distinciones entre la primera, segunda   o ulterior instancia, debe colegirse que 

tal período de tiempo es el que debe computarse en cualquiera de la instancias, 

inclusive las que corresponden a etapas recursivas.” (A.I. 73 Mayo 7, 2001 Caja 

de Crédito Varela SA c/ Máximo Rivara –Ordinario-Recurso de Casación). 

5) En consecuencia y habiendo fijado doctrina el Tribunal Superior de 

Justicia, resulta de aplicación la ya tradicional jurisprudencia de la Corte 

conforme a la cual "son arbitrarias las sentencias de tribunales inferiores que se 

apartan de los precedentes de la Corte, sin aportar nuevos argumentos que 

justifiquen modificar la posición sentada por el tribunal, en su carácter de 

intérprete supremo de la Constitución y de las leyes dictadas en su 

consecuencia" (Serra, María Mercedes, Procesos y Recursos Constitucionales, 

pág. 149, citando Fallos: 212-51). Por aplicación de ese principio, tanto la 

doctrina cuanto la jurisprudencia tienen sentado que es anulable la sentencia que 

"no se ajusta a la reiterada y uniforme doctrina del superior sobre el punto en 



 

 

 

 

debate, sin aportar nuevos argumentos que lo justifiquen" (Palacio - Alvarado 

Velloso: "Código Procesal Civil y Comercial de la Nación", T. 2, pág. 89). 

Además, debe acotarse que la finalidad política de la casación 

estriba, precisamente, en la unificación de la jurisprudencia, pues si bien los 

pronunciamientos del Tribunal Superior son obligatorios sólo para el caso 

concretamente fallado, tienen un valor orientador en casos análogos para los 

tribunales inferiores -siquiera por razones de economía procesal- salvo que se 

agreguen nuevos argumentos que puedan variar el precedente. 

Por otra parte, compartimos los argumentos expuestos por el 

Tribunal casatorio en el fallo citado supra, y no se advierten nuevas razones que 

ameriten apartarse de tal doctrina. 

6) Dicho esto debemos señalar que la escueta contestación del incidente de 

perención efectuada por la demandada apelante, sostiene que su patrocinante 

falleció el 5/5/2023, acreditándolo con la partida de defunción, solicitando la 

suspensión y nulidad de lo actuado desde entonces. 

Sobre el argumento mencionado por la incidentista, debemos apuntar las 

siguientes consideraciones. En primer lugar, invoca el art. 97 del CPCC, que 

refiere a la muerte o incapacidad del apoderado o del poderdante, por lo cual 

resulta inaplicable al caso de autos, en donde nos encontramos frente al 

fallecimiento del letrado patrocinante. 

No desconocemos que tal consideración puede ser considerada como un 

exceso ritual, y que una interpretación teleológica de la norma puede llevarnos a 

la conclusión de que la muerte del patrocinante también suspende el 

procedimiento, por cuanto puede importar fuerza mayor. Pero lo cierto es que, 

considerar lo contrario, importa otorgarle la herramienta a la incidentada, de 

alongar indefinidamente el plazo hasta tanto se anoticie del fallecimiento de su 



 

 

 

 

letrado patrocinante, o reconozca haberse anoticiado del mismo, lo cual 

claramente atenta contra la garantía convencional del plazo razonable. 

A ello se suma, se reitera, que el Dr. Bucai era patrocinante, lo cual 

importa que la parte tiene su responsabilidad en el devenir del pleito y debió 

mantenerse en contacto con su letrado. No puede desatenderse, en el caso, que el 

plazo para la procedencia del acuse de perención era de un mes y que el letrado 

falleció luego de 5 meses del último acto de impulso, por lo cual el abandono por 

el lapso que la ley prevé estaba ampliamente cumplido. De este modo, no cabe 

hacer lugar a los pedidos de suspensión –porque el plazo, se insiste, ya había 

transcurrido- y nulidad, acogiendo el incidente de perención de la segunda 

instancia. 

7) Sin perjuicio de lo dicho precedentemente, entendemos que en el caso 

de autos existen suficientes razones para imponer las costas de la incidencia por 

el orden causado, apartándonos de la norma general, tal cual lo posibilita el art. 

130 in fine del CPCC, de aplicación en función de lo establecido en art. 133 del 

mismo cuerpo legal. Ello por cuanto la particular situación de autos, que importó 

que la demandada perdiera contacto con su letrado, puede haber generado válidas 

razones para oponerse al pedido de perención. Es que no puede desconocerse que 

la patrocinada puede haber confiado en que su letrado instaría en tiempo y forma 

el recurso, y que su deceso podría impactar en la solución del caso, sin perjuicio 

de que tiene responsabilidad por el abandono durante todo ese plazo. Por todo 

ello entonces, no se regulan honorarios a los letrados de las partes. 

Por todo lo expuesto y normas legales citadas, 
 

SE RESUELVE: 
 

1) Declarar perimida la segunda instancia, teniéndose por firme y 

ejecutoriado el auto de primera instancia. 



 

 

 

 

2) Imponer las costas de la alzada por el orden causado. 
 

Protocolícese, hágase saber y bajen. 
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